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Resumen

En este artículo se argumenta que el ase-
guramiento de la dependencia está potencial-
mente afectado por un doble efecto expulsión: 
un «efecto expulsión público», en aquellos paí-
ses en los que la cobertura estatal de la depen-
dencia es amplia o se halla en crecimiento, y un 
«efecto expulsión social», en aquellos países en 
los que la sociedad, y especialmente la familia, 
asume el protagonismo en la atención a la de-
pendencia, contando eventualmente con ins-
trumentos específi cos de fi nanciación (auto-se-
guro). El doble efecto, junto con la existencia de 
problemas de asimetría de información sobre el 
riesgo de la dependencia, podría explicar el li-
mitado desarrollo de este mercado asegurador. 
Las «alianzas público-privadas» pueden promo-
ver la complementariedad de los mecanismos 
de mercado y la cobertura pública, mientras 
que las «alianzas sociales» entre el Estado y las 
familias pueden integrar en la cobertura públi-
ca de la dependencia las normas sociales que 
orientan la atención informal. 

Palabras clave: seguro de dependencia, 
alianzas público-privadas, efecto expulsión pú-
blico, efecto expulsión social.

Abstract

This article argues that long term care insu-
rance is potentially affected by a double crow-
ding out effect: a «public crowding out effect» in 
those countries in which public coverage is wide 
or growing; and a «social crowding out effect» 
in those coutries in which society, and particu-
larly the family, adopts a fundamental role in 
long-term care. This double effect, together with 
the existence of problems of information asym-
metry, may explain the limited development of 
this dependency insurance market. The public-
private partnerships may further the comple-
mentarity of market mechanisms and public co-
verage, whereas social partnerships between the 
state and the families may crowd in social norms 
which generally apply to informal care. 

Key words: long term care insurance, 
public-private partnerships, public coverage 
out effect, social crowding out effect.

JEL classifi cation: I18, H0, Z10.

I.  INTRODUCCIÓN

EUROPA se enfrenta a un enve-
jecimiento de la población rá-
pido y, hasta cierto punto, ines-

perado. Estamos evidenciando un 
incremento sin precedentes de la
esperanza de vida, lo que es, sin lugar 
a dudas, un gran logro económi-
co (Breyer et al., 2010), aun cuando 
también representa un gran desafío 
tanto para la sociedad en general 
como para la sostenibilidad fi nancie-
ra de los estados del bienestar (Costa 
Font, Wittenberg et al., 2008; Costa 
Font y Patxot, 2004).

Salvo que se produzca una 
sustancial compresión de la mor-
bilidad (probabilidad de depen-
dencia), una parte muy importante 
de nuestro tiempo vital lo vivire-
mos con algún grado de depen-
dencia; es decir, careciendo de la 
plena movilidad y de la autonomía 
necesaria en las actividades bási-
cas de la vida diaria (por ejemplo, 
levantarse, asearse, etc.), y con los 
efectos obvios sobre la necesidad 
de recibir atención de una tercera 
persona. En consecuencia, es pre-
sumible una mayor demanda de 
servicios de atención personal al 
mayor dependiente (en la literatu-
ra anglosajona, long term care), lo 
que, a su vez, trae consigo la nece-
sidad de revisar los mecanismos 
existentes de fi nanciación pública, 
así como el papel que el merca-
do y la sociedad deben tomar en 
un contexto de austeridad en las 
cuentas públicas. Esta última cues-
tión motiva el desarrollo del pre-
sente artículo. 

En el mundo occidental es posi-
ble distinguir entre: 

a) sistemas de fi nanciación uni-
versal, como los que prevalecen en 
Alemania o en Japón, donde toda 
persona con un determinado nivel 
de dependencia está cubierta por 
un seguro fi nanciado públicamen-
te, o como en Dinamarca y Suecia, 
países en los que la fi nanciación se 
realiza a través de programas ofre-
cidos por las corporaciones locales, 
y 

b) sistemas en los que se requie-
re, adicionalmente, una compro-
bación o prueba de medios eco-
nómicos (means test) para obtener 
prestaciones, que son fi nanciadas 
mediante impuestos (como es el ca-
so del programa Medicaid en Esta-
dos Unidos).

No obstante, la mayoría de paí-
ses presentan otras opciones, que 
pueden catalogarse como c) sis-
temas híbridos, como es el caso 
de Francia o España, en los que la 
cobertura se defi ne como «univer-
sal», si bien no existe un contrato 
explícito, y no incluye todas las con-
tingencias o requiere de una ele-
vada participación en el coste del 
servicio, dependiendo del nivel de 
renta del benefi ciario. 

Un segundo proceso, paralelo 
al del envejecimiento demográfi co, 
y que tiene consecuencias sobre la 
demanda de servicios de atención 
a la dependencia, es el de redefi -
nición del modelo de familia. Ese 
proceso implica la reinterpretación 
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residenciales o centros de día, con 
mecanismos diversos de participa-
ción en el coste, ya sea vía copagos, 
coseguros o mediante franquicias, 
como mecanismos de moderado-
res de la demanda (1). 

Dado el dinamismo de las socie-
dades y los cambios de los mode-
los familiares, cabe esperar que re-
formas que comporten un nuevo
papel de los agentes familiares ten-
gan un efecto sobre los servicios 
personales de atención al depen-
diente. Aquellas reformas asocia-
das a la plena integración femenina 
en el mundo laboral y la desregu-
lación de los mercados laborales 
tienen un sustancial efecto sobre 
la disponibilidad de cuidadores en 
el seno familiar, lo que conllevaría 
una menor capacidad de absorber 
informalmente la creciente deman-
da de cuidados. En consecuencia, 
cabe esperar una mayor demanda 
de servicios formales, principal-
mente canalizada basándose en 
las demandas políticas de reforma 
de los estados del bienestar y, en 
su ausencia, incentivos a la expan-
sión de la oferta de prestaciones a 
través de mecanismos de mercado 
cuando tales estados carecen de 
mecanismos de expansión de la 
cartera de prestaciones.

La dependencia se distingue de 
otras contingencias, tales como los 
riesgos sanitarios y de sustitución 
de rentas (que justifi can los siste-
mas de pensiones) por su menor 
nivel de cobertura pública y priva-
da, y por un lento desarrollo de su 
cobertura en Europa (Costa Font 
y Courbage, 2011), que acompa-
ña a un desarrollo aún más lento 
del mercado de seguros privados, 
incluso en aquellos países con una 
amplia tradición de compra en el 
mercado voluntario (2).

En este artículo se desarrolla una 
explicación de la paradoja resultan-
te de la existencia simultánea de 

y modifi cación de los contratos 
intergeneracionales preexistentes 
que presuponían la oferta infor-
mal de cuidados en el seno de la 
familia, de acuerdo con la cultura 
de cada país (Costa Font, 2010). 
El fenómeno adquiere importan-
cia porque, a diferencia de lo que 
ocurre con los servicios sanitarios 
o educativos, los servicios de aten-
ción a la dependencia pueden ser
prestados «informalmente», lo que
da lugar a un cierto nivel de sus-
titución o complementariedad en-
tre prestaciones asistenciales, ya sea
en la vivienda del dependiente o 
de un familiar, o en las institucio-
nes de día o en centros residencia-
les. No obstante, la elección de un 
servicio u otro depende, en gran 
parte, de la aplicación de las nor-
mas sociales prevalentes en cada 
sociedad (Costa Font, 2010).

Cabe apuntar una cierta regu-
laridad entre las restricciones ins-
titucionales propias del modelo de 
familia y la cobertura aseguradora. 
En efecto, en aquellas sociedades 
en las que la familia es considerada 
una institución central para la pro-
visión informal de servicios perso-
nales, la fi nanciación pública tiende 
a ser ofrecida a través de subsidios 
monetarios (por ejemplo, indenni-
tà di accompagnamento, en Italia), 
o por vía de desgravaciones fi sca-
les (algo menos transparentes), ya 
que ello supuestamente da mayor 
capacidad de elección al individuo 
para escoger el cuidador más ade-
cuado en función de sus preferen-
cias y las de su ámbito familiar. De 
forma análoga, aquellas socieda-
des en las que el Estado es perci-
bido como el agente garante de la 
autonomía personal (por ejemplo, 
la sueca y la danesa) tienden a ofre-
cer prestaciones públicas en especie, 
es decir, agencias públicas o, en su 
caso, fi nanciadas públicamente que 
contratan directamente a cuidado-
res, o bien canalizan la demanda de 
servicios de cuidado hacia plazas 

una creciente demanda de servicios 
de atención a la dependencia y un 
limitado desarrollo de la cobertura 
de la misma. Esta paradoja se expli-
ca en virtud de la interacción de los 
mecanismos públicos, sociales y 
privados de aseguramiento, y los 
efectos expulsión que provoca. Se 
examinan las diferentes razones 
por las que el mercado de asegu- 
ramiento de la dependencia es li-
mitado, centrando la atención en 
el «efecto expulsión público» y en el 
«efecto expulsión social» como posi-
bles causas. Asimismo, se plantean 
diferentes propuestas de alianza 
público privadas (public–private 
partnerships) cuyo objetivo es la 
reducción de los efectos no desea-
dos, asociados a la falta de cola-
boración entre Estado, sociedad y
mercado en la cobertura de los ries-
gos de dependencia.

En el siguiente apartado se expo-
nen algunas evidencias sobre el 
argumento central del artículo. En 
concreto, se examina el papel del 
sector público en lo que se refi ere 
al volumen de gastos asociados a 
la dependencia. A continuación se 
hace referencia a las limitaciones 
para el desarrollo de sistemas de 
fi nanciación privada de la depen-
dencia. En esta línea de trabajo, se 
proponen diferentes mecanismos 
de cooperación entre el sector pú-
blico y el privado, y se ofrecen algu-
nas propuestas respecto a formas
de institucionalizar y hacer más 
explícita la cooperación entre el 
mercado, el Estado y la sociedad 
para mejorar la cobertura de la 
dependencia.

II.  INTERVENCIÓN PÚBLICA 
EN ATENCIÓN A LA 
DEPENDENCIA EN EUROPA

La combinación entre diferentes 
opciones de fi nanciación pública 
o/y privada de la dependencia es 
el resultado de procesos de cam-
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gar a hablar de la posibilidad de un 
efecto expulsión del aseguramien-
to privado por parte de la cobertu-
ra pública en aquellos países en los 
que esta segunda está más desa-
rrollada. No obstante, la evidencia 
sobre la existencia de un efecto 
expulsión es escasa y poco robusta 
(Costa Font, 2010).

Además de la complejidad de 
las fuentes de fi nanciación, cabe 
mencionar que la estimación de las 
partidas de gastos es normalmente 
tanto o más complicada de anali-
zar. La OCDE ofrece algunas esti-
maciones. De dicha información se 
extrae el gráfi co 1, que presenta la 
proporción del gasto público y pri-
vado en atención a la dependencia 
como porcentaje del PIB. Es inte-
resante hacer notar que el gasto 
en atención a la dependencia varía 
signifi cativamente entre países. En 
dicho gráfi co se muestra un papel 
relativamente más relevante del 
sector privado en países como Ale-

bio institucional que no solamente 
determinan los límites del modelo 
de fi nanciación, sino también inhi-
ben la posibilidad de su reforma. 
Es cierto que en casi todos los países 
europeos existe, más o menos explí-
citamente, una cobertura pública 
básica, ya sea universal o residual. 
Ello responde a criterios de efi cien-
cia, ya que la centralización de la 
gestión de riesgos permite aprove-
char economías de escala y alcance, 
a base de ampliar el pool de riesgos 
y reducir los costes de administra-
ción y transacción.

Por otra parte, hay razones de 
equidad que justifi can una cober-
tura básica pública ante el poten-
cial efecto catastrófi co que los 
gastos asociados a la dependencia 
pueden tener en personas mayores 
con menos recursos. El reducido 
peso del sector privado es conse-
cuencia, en ocasiones, del espacio 
ocupado por la fi nanciación públi-
ca y, en este sentido, se puede lle-

mania y Suiza, donde el sistema se 
basa, en buena medida, en pres-
taciones monetarias y en asegura-
miento privado. El peso del sector 
privado adquiere, en líneas gene-
rales, una presencia reducida en el 
ámbito europeo. En el caso de Esta-
dos Unidos, el programa Medicaid 
está diseñado para ofrecer atención 
sanitaria a la población con meno-
res recursos, y resulta ser la principal 
fuente de fi nanciación pública.

El gráfi co 1 no recoge informa-
ción cuantifi cada sobre el valor de 
la atención informal no remune-
rada, aunque su importancia es 
obvia. Incluso en países en los que 
los mecanismos de mercado se 
encuentran ampliamente desarro-
llados, como es el caso de Estados 
Unidos, la atención informal sigue 
siendo el principal mecanismo de 
atención a la dependencia. Este 
tipo de atención no remunerada, 
por lo general inadecuadamente 
cuantifi cada, contribuye a explicar 

GRÁFICO 1
GASTO TOTAL, GASTO PÚBLICO Y GASTO PRIVADO EN ATENCIÓN A LA DEPENDENCIA
COMO PORCENTAJE DEL PIB (2007)

Fuente: OECD, 2010.
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recho explícito a los servicios univer-
salmente disponibles, con indepen-
dencia de la riqueza de la persona 
dependiente (por ejemplo, en Aus-
tria, Suecia, Francia), o un derecho 
asociado al pago de contribuciones 
sociales (por ejemplo, en Alemania, 
Luxemburgo y Holanda). En gene-
ral, las contribuciones obligatorias 
se recaudan, respecto al mínimo, 
de los empleados y empleadores, y 
el benefi ciario tiene derechos explí-
citos sobre la base de objetivos apli-
cados a escala nacional en función 
de su necesidad, medida en térmi-
nos de actividades de la vida diaria 
(AVD).

—Sistemas fi nanciados por im-
puestos generales, cuyo acceso se 
condiciona a una evaluación de las 
necesidades particulares del indivi-
duo, incluyendo su posibilidad de 
contar con cuidados informales y 
también pruebas de medios eco-
nómicos (por ejemplo, en Ingla-
terra, Escocia y España). El nivel 
de discapacidad a partir del cual 
se ofrecen servicios y la cantidad 

las pautas de gasto: así, en aque-
llas sociedades menos «familiaris-
tas» el gasto en dependencia es 
mayor (Costa Font, 2010). El ajuste 
por esta magnitud es fundamen-
tal, tal como se muestra en el grá-
fi co 2. Aquellos países con menor 
gasto en dependencia en relación 
con el PIB presentan mayor apo-
yo a través de opciones de aten-
ción informal. Si bien la causalidad 
de la relación no queda explícita, 
la información aportada por este 
gráfi co sí resulta indicativa de un 
potencial efecto expulsión familiar 
o social (family crowding-out en la 
literatura anglosajona). 

Otro factor explicativo del mayor 
gasto, y en especial del gasto públi-
co en dependencia, es atribuido al 
modelo de fi nanciación pública. En 
este sentido, cabe establecer otra 
forma de clasifi car los sistemas de 
fi nanciación pública:

—Sistemas fi nanciados con car-
go a impuestos específi cos o con-
tribuciones obligatorias, con un de-

de los servicios prestados se hace 
depender de la disponibilidad de 
recursos. Una agencia guberna-
mental lleva a cabo la evaluación y 
establece las condiciones de acce-
so, siguiendo un modelo más o 
menos descentralizado y que pre-
vé la participación del usuario en 
el coste. Las pruebas de medios 
pueden ser exhaustivas e involucrar 
copagos elevados (así, por ejem-
plo, en Inglaterra), o tan sólo tener 
en cuenta algunas circunstancias 
y establecer copagos muy reduci-
dos, básicamente para cubrir los 
gastos de hospedaje (como se 
hace, por ejemplo, en Escocia). En 
el caso español, la Ley de Depen-
dencia prevé que un 33 por 100 
de los gastos asociados a la de-
pendencia se asuman por el usua-
rio, y la aportación autonómica
tiene en cuenta la capacidad eco-
nómica del usuario. Es decir, la con-
tribución pública (autonómica y 
estatal) es inferior al 100 por 100
del coste en cualesquiera de los es-
cenarios en que la prestación sea
recibida por la persona en situación
de dependencia, ya sea en espe-
cie o dineraria, salvo en casos muy 
excepcionales.

III.  LIMITACIONES 
DEL ASEGURAMIENTO 
PRIVADO DE LA 
DEPENDENCIA

Para comprender el reducido 
peso de la fi nanciación privada de 
la dependencia, en este apartado 
se exponen algunas características 
del riesgo cubierto y propuestas 
para desarrollar mecanismos de 
fi nanciación privada.

1.  El riesgo de dependencia: 
estimación y demanda

El riesgo de dependencia es, 
por sus características objetivas, 
netamente asegurable, ya que se 

GRÁFICO 2
RELACIÓN ENTRE EL APOYO DE LA SOCIEDAD A LA ATENCIÓN 
INFORMAL Y EL GASTO EN ATENCIÓN A LA DEPENDENCIA

Fuente: Eurobarómetro, 2007, y OECD, 2007.
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nario (no agradable) de depen-
dencia propia en edades avanza-
das explica la baja suscripción de 
contratos de seguro orientados a 
este fi n. La evidencia sugiere que 
los individuos que se hacen algún 
planteamiento al respecto tienden a 
ser optimistas (Costa Font y Costa 
Font, 2011) y a sobreestimar los 
eventos asociados a una baja pro-
babilidad de pérdida de autono-
mía (Kunreuther, 1978). También 
se observa una elevada variación 
en el grado de preocupación ante 
la posibilidad de convertirse en de- 
pendiente y precisar atención de 
terceras personas (gráfi co 3), que 
no parece relacionada con la exis-
tencia de un sistema específi co de 
fi nanciación.

En general, el seguro privado de 
dependencia se percibe como una 

trata de una contingencia indepen-
diente, con una probabilidad esti-
mable de manera sufi cientemente 
precisa. No obstante, se observa 
de forma generalizada en los paí-
ses de la OCDE una cierta falta de 
desarrollo del mercado de seguros 
privados de dependencia, lo cual 
puede obedecer a varias razones, 
incluyendo la existencias de sesgos 
cognitivos en la apreciación del ries-
go, que van desde problemas de 
percepción del riesgo (Costa Font 
y Font Vilalta, 2009) hasta proble-
mas de preferencia temporal posi-
tiva, elevada incertidumbre en el 
ámbito de los costes de la atención 
y una defectuosa comprensión de 
la cobertura pública.

Por otro lado, la falta de incen-
tivos que tienen individuos no de-
pendientes para plantearse un esce-

opción muy cara y sensible al pre-
cio (Costa Font y Rovira, 2008), lo 
que hasta cierto punto responde a 
una falta de información sobre los 
productos disponibles (Kunreuther, 
1978). Ello puede plantearse en el 
sentido de que, si la información 
es un bien de lujo, la convenien-
cia de cobertura para este tipo de 
contingencias se comprenda mejor 
por aquellas personas con mayor 
nivel de educación y, generalmen-
te, mayores recursos económicos. 
En efecto, en Estados Unidos un 20 
por 100 de los individuos más ricos, 
con edades entre 70 y 80 años, tie-
nen seguro de dependencia (Brown 
y Finkelstein, 2009). En España, se 
observa que las actitudes acerca 
de la cobertura de esta contigencia 
dependen sustancialmente del nivel 
de renta relativa de los individuos 
(Costa Font, García y Font, 2008).

GRÁFICO 3
PREOCUPACIÓN ANTE LA IDEA DE «SER DEPENDIENTE DE LA ATENCIÓN DE TERCERAS PERSONAS»

Fuente: Eurobarómetro, 2007.
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mercado en la cobertura de la 
dependencia cabe exponer, aun-
que sea brevemente, algunas pro-
puestas que se encuentran sobre 
la mesa en diversos países; entre 
ellas, el establecimiento de seguros 
de prepago, la asociación de segu-
ros de dependencia con planes 
de pensiones, la combinación de 
seguro de dependencia y seguros 
de vida, y la utilización de la vivien-
da, vía préstamos hipotecarios.

Con el fi n de evitar algunos pro-
blemas de miopía ya enunciados, 
que inhiben la suscripción de un 
seguro en edades tempranas, se 
han desarrollado en el Reino Uni-
do los denominados seguros de 
prepago. Estos seguros se basan 
en que el asegurado efectúa el pa-
go de una cantidad monetaria an-
tes de ser dependiente a cambio 
de una cantidad predeterminada 
anual indexada si la contingencia 
de la dependencia se produce. El 
tomador del seguro debe asumir 
cualquier diferencia entre la cober-
tura del seguro y el coste real de 
la atención a largo plazo. Normal-
mente, la compañía de seguros tie-
ne el derecho de revisar las primas 
en fecha posterior a la suscripción. 
En el caso específi co del Reino Uni-
do, este tipo de productos no han 
tenido éxito. 

También se ha barajado la opción 
de instrumentos basados en planes 
de ahorro y planes de pensiones. 
Esta opción consiste en el compro-
miso asumido por personas que
pagan por su cuidado, a cargo de
una cuenta de ahorro específi ca 
acumulada en algún periodo de 
su vida, durante su vida laboral. En 
tal caso, el Estado podría contri-
buir fi nancieramente a esta cuen-
ta, entre otras formas, a través de
una rebaja de impuestos. La idea 
reside en que la cantidad de aho-
rros crezca de tal modo que sea 
sufi ciente para cubrir costes en una 
fase de la vida en que dicha aten-

Otra explicación adicional al 
escaso desarrollo de la cobertura 
privada de dependencia incluye 
los fenómenos de riesgo moral (el 
consumo excesivo de servicios de 
atención alentado por el seguro) 
y de selección adversa (sobrerre-
presentación de los malos riesgos 
entre la población asegurada). No 
obstante, no todas las limitacio-
nes se encuentran del lado de la 
demanda, dado que existen res-
tricciones de oferta que incluyen 
tanto inefi ciencias en el estable-
cimiento de un precio efi ciente 
como problemas de selección de 
riesgos (Brown y Finkelstein, 2007).

Finalmente, tal como se expo-
ne en los siguientes apartados, 
cabe identifi car efectos de expul-
sión pública y social. Por ejemplo, 
en países como Alemania, donde 
existe un seguro privado sustitutivo 
para individuos con elevado poder 
económico, más del 90 por 100 
de la población está ubicada por 
ley en el ámbito de la cobertura 
pública, lo que deja poco espacio 
para el desarrollo de instrumentos 
privados. 

Por otro lado, también se han 
enunciado factores intergenera-
cionales para explicar la demanda
de seguros de dependencia (Pauly, 
1990). El deseo de garantizar la 
herencia de los hijos parece ser 
un motivo sufi cientemente impor-
tante para promover el seguro de 
dependencia; por otra parte, la pre- 
ferencia del mayor dependiente por 
recibir atención prestada por fami-
liares puede dar lugar a una forma 
de azar moral intrafamiliar (Zweifel 
y Struwe, 1996).

2.  Propuestas para 
desarrollar el mercado de 
seguros privados

Para abordar las razones del 
desarrollo relativamente escaso del

ción pase de probable a necesaria. 
En este sentido se presentó la pro-
puesta de la Asociación Británica 
de Actuarios, que incorporaba una 
desgravación fi scal condicionada 
a que se utilizase para adquirir un 
seguro de dependencia asociado 
al plan de pensiones. Este modelo 
sería una opción en todos aquellos 
países, como España, donde ya se 
incentiva fi scalmente la compra de 
planes privados de pensiones. El 
principal inconveniente del mode-
lo reside en que está sujeto a una 
decisión de carácter individual, a 
menudo carente de la informa-
ción deseable, a menos que esta 
opción fuera generalizada como 
la opción común o suscrita por 
defecto.

Otra posibilidad reside en la com-
binación de un seguro de depen-
dencia y de vida. Combinar ambos 
productos en uno solo se justifi ca en 
virtud de que los riesgos se compen-
san entre sí, dado que aquellas per-
sonas con una mayor esperanza de 
vida y menor discapacidad ejercerán 
mayor demanda de un seguro de 
vida, lo que contrarrestaría la mayor 
demanda de aquellas personas con
mayor riesgo de discapacidad. En 
términos generales, la combinación 
de ambos riesgos en un solo pro-
ducto tiene dos ventajas. En pri-
mer lugar, reduce el fenómeno de 
selección adversa en el mercado 
de seguros de vida, ya que las per-
sonas dependientes no serán sufi -
cientemente longevas para poder 
ser tenidas en cuenta en periodos 
a largo plazo (Costa Font y Cour-
bage, 2011). En segundo lugar, la 
selección de riesgos se minimiza, ya 
que fi ltraría a aquellos individuos 
que podrían benefi ciarse de forma 
inmediata de pagos derivados del 
seguro. En un estudio reciente de 
Murtaugh et al. (2001) se muestra 
cómo la combinación de ambos 
seguros reduciría el coste de asegu-
ramiento de ambas contingencias 
por separado y, a su vez, resultarían 
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fi nanciación de la dependencia a 
través de la propiedad es posible 
mediante esquemas de préstamos 
hipotecarios para uso doméstico 
(hipotecas inversas). Una hipote-
ca inversa es un préstamo garan-
tizado sobre el valor de una pro-
piedad que permite hacer líquidos 
los activos inmobiliarios, sin nin-
gún tipo de transferencia de la 
propiedad. Estos sistemas existen 
en la mayoría de los países, pero 
se hallan sólo un poco desarrolla-
dos en el Reino Unido y los Esta-
dos Unidos. Sin embargo, el mer-
cado de hipotecas inversas se ha 
visto frenado debido, en parte, a 
la incertidumbre que rodea a los 
precios de la vivienda y, en algunos 
países, también a un cierto nivel 
de resistencia de los consumido-
res, que esperan legar su propie-
dad de vivienda a sus hijos (Costa 
Font et al., 2010).

más accesibles a los compradores 
potenciales.

Entre las opciones también con- 
templadas en este ámbito hay que 
contar con la vinculación de la fi - 
nanciación de la dependencia a la 
propiedad de una vivienda. Res-
ponde a una forma de autoseguro 
con algunas ventajas específi cas, 
dada la difi cultad de estimar con 
cierto grado de certeza la probabi-
lidad de dependencia. La acepta-
ción de esta fórmula varía también 
considerablemente entre las socie-
dades europeas, como se aprecia 
en el gráfi co 4. Varios países, espe-
cialmente aquellos en los que una 
gran proporción de ancianos son 
propietarios de los inmuebles en 
que residen, están considerando la 
propiedad de vivienda para fi nan-
ciar parte de los gastos por depen-
dencia (Costa Font et al., 2009). La 

IV.  INTERACCIÓN 
MERCADO-ESTADO-
SOCIEDAD

1.  Interacción 
Estado-mercado

Tal como se ha indicado ante-
riormente, la coexistencia entre sis-
temas de seguro público y seguro 
privado puede dar lugar a un efec-
to expulsión (Pauly, 1990). Este 
fenómeno, de existir, ofrecería una 
explicación al lento desarrollo de
asegurados. Supondría básicamen-
te que la fi nanciación pública de 
la dependencia inhibe la actua-
ción de los mecanismos de mer-
cado. En tal caso, una parte de la 
población no compraría un seguro 
privado, esperando que la fi nan-
ciación pública le cubriera su ne-
cesidad de servicios cuando ésta 
se produjera. Un ejemplo clásico 

GRÁFICO 4
GRADO DE ACUERDO CON LA IDEA DE QUE, EN CASO DE QUE UNA PERSONA SEA DEPENDIENTE Y NO PUEDA 
PAGAR CON SU RENTA LOS GASTOS ASOCIADOS A LA DEPENDENCIA, SU VIVIENDA DEBERÍA SER VENDIDA 
O UTILIZADA PARA EL PAGO DE ESTA PRESTACIÓN

Fuente: Eurobarómetro, 2007.
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rador, en la medida en que inhi-
ben la demanda de aseguramien-
to público.

El gráfi co 5 muestra, en conso-
nancia con lo mencionado ante-
riormente, la existencia de una aso-
ciación negativa entre el gasto en 
dependencia (en relación con el 
PIB) y el grado de familismo. Tal cir-
cunstancia permite justifi car la exis-
tencia de lo que se viene a deno-
minar «efecto expulsión social» (3).

V.  ALIANZAS PÚBLICO-
PRIVADAS (PUBLI-PRIVATE 
PARTNERSHIPS)

1.  La racionalidad de las 
alianzas público-privadas

Una posible explicación sobre 
la evidencia limitada de un efecto 
expulsión del mercado asegurador 
por parte de la cobertura pública 
reside en el hecho de que las alianzas 
público-privadas están implícitamen-
te extendidas en Europa. Según un 
reciente informe de la Comisión
Europea (European Commision,

2.  Interacción sociedad-
Estado-mercado

De una forma análoga, la fal-
ta de integración de la «atención
informal de la dependencia» en el
marco de un sistema de seguro pú-
blico-privado comporta un «efec-
to expulsión familiar» (o social) 
(Costa Font, 2010). Con anterio-
ridad al desarrollo de los estados 
del bienestar europeos, la familia 
desempeñaba en todos los países 
del área un papel central en la pro-
visión de cuidados de forma inte-
grada. Sin embargo, si bien las 
transformaciones de los contratos 
familiares limitan hoy día la viabi-
lidad de esta opción, la evidencia 
indica que una parte signifi cativa 
de los europeos son «familiaristas» 
(o «familistas», término equivalen-
te utilizado por otros autores), de 
tal modo que su conducta está 
guiada por la creencia de que los 
cuidados por parte de la familia 
constituyen una obligación perso-
nal (Costa Font, 2010). Esta creen-
cia, y las correspondientes actua-
ciones, tienen un impacto sobre 
el desarrollo del mercado asegu-

a este respecto sería el de Esta-
dos Unidos y, en particular, el pro-
grama Medicaid. Debe tenerse en 
cuenta que éste es un programa 
de aseguramiento sanitario fi nan-
ciado conjuntamente por fondos 
federales y estatales, y administra-
do por los estados de la Unión. 
Fue pensado originalmente para 
atender a ciudadanos con escasos 
recursos. Sin embargo, alrededor 
de un tercio del presupuesto de 
Medicaid se dedica a cubrir gas-
tos por dependencia. Si bien la 
cobertura de este programa está 
sujeta a prueba de medios eco-
nómicos, existen incentivos para 
rebajar la riqueza individual con 
el fi n de superar la prueba de 
medios y obtener así cobertura 
pública. Con ello se reduce la pro-
babilidad de que la población 
compre un seguro privado, sal-
vo que, tal como se explica en 
los apartados siguientes, se plan-
teen opciones de alianzas públi-
co-privadas en evitación de efec-
tos no deseados de la cobertura 
pública.

Para abordar estas cuestiones,
el Congreso de Estados Unidos
aprobó en febrero de 2006 una 
normativa que despejaba el cami-
no para la ampliación de las citadas 
alianzas, contemplando la posi-
bilidad de suscribir seguros priva-
dos de dependencia en coordina-
ción con la condición de acceso 
a la cobertura pública a través de 
Medicaid. De esta manera, se posi-
bilita la suscripción de pólizas de 
seguro privado con la certeza de 
que Medicaid cubrirá los gastos no 
cubiertos por la cobertura priva-
da. Conforme a este nuevo marco 
legal, las personas con seguro pri-
vado de dependencia carecen de 
incentivos para trasladar o reba-
jar sus recursos económicos res-
tantes con el objetivo de acceder al 
programa Medicaid y, a su vez, se 
reducen los costes del programa a 
largo plazo.

GRÁFICO 5
RELACIÓN ENTRE GRADO DE FAMILISMO (PORCENTAJE DE ACUERDO 
CON LA AFIRMACIÓN:  «LA FAMILIA ES MUY IMPORTANTE EN LA VIDA») 
Y GASTO EN DEPENDENCIA (PORCENTAJE DEL PIB) EN EUROPA

Fuente: World Values Survey, 2000; OECD Data, 2007.
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las personas mayores y sus fami-
liares, puesto que podrían decidir 
si aportar recursos privados a los 
costes de la atención y, con ello, 
se respetaría la decisión de dejar 
una herencia a los hijos. Quizás el 
problema del sistema estribe en la 
equidad, ya que otorga más bene-
fi cios a los que pagan más y, en 
tales circunstancias, se dirigiría en 
menor medida a los pobres que el 
actual sistema, basado en la com-
probación de medios, que se apli-
ca en Inglaterra. Pero, dado que a 
mayor coste del servicio mayor es la 
aportación, resultaría más equitati-
vo que el uso generalizado de des-
gravaciones fi scales. Para paliar la 
inequidad del sistema, Le Grand 
sugirió que las personas con pocos, 
o sin, recursos fi nancieros realiza-
ran contribuciones no fi nancieras.

Otro ejemplo, ajeno a la pro-
puesta británica, se encuentra en 
las alianzas sociales (también lla-
madas social partnerships). Res-
ponden a acuerdos entre el Esta-
do, la familia y la sociedad civil. Por 
ejemplo, en lo que respecta a los cui-
dados informales, en algunos paí-
ses se efectúan los pagos directa-
mente a los cuidadores informales. 
Tal es el caso de Noruega y Dina-
marca, que permiten a familia-
res y vecinos que están proporcio-
nando atención regular en casa 
convertirse en empleados munici-
pales, completando así sus pres-
taciones regulares de jubilación. 
También en Finlandia los cuidado-
res informales reciben una cuota 
fi ja municipal. En Austria, Alema-
nia y Luxemburgo se ha comenza-
do asimismo a ofrecer el pago en 
metálico a los benefi ciarios de ser-
vicios, que podrían a su vez utili-
zarlo para pagar a los cuidadores 
informales. En Alemania se prevén 
contribuciones a la pensión del 
cuidador informal si trabaja más 
de 14 horas a la semana, mientras 
que en Suiza, el tiempo dedica-
do a la prestación de cuidados de 

rrollasen, sin ofrecer una respuesta 
satisfactoria alternativa. La lógica 
de la fi nanciación mixta, basa-
da en las alianzas público-priva-
das para la cobertura del riesgo de 
dependencia, parece ser el camino 
elegido por el mayor número de 
países. 

2.  La propuesta británica

En el Reino Unido se viene dis-
cutiendo desde hace casi una déca-
da la aplicabilidad de un mode-
lo de alianza público-privada. En 
efecto, Le Grand (2003) propuso 
a principios de la primera déca-
da del siglo XXI, bajo el nombre de 
alianza público-privada, un sistema
diseñado para eliminar la falta de 
incentivos al ahorro que subyace al 
esquema actual de cobertura resi-
dual basada en la comprobación 
de medios. Este autor planteó la 
posibilidad de un sistema de sub-
venciones públicas, aplicables para 
la cobertura de la dependencia 
por encima de un nivel básico, y 
de igual magnitud que las contri-
buciones privadas realizadas por 
el propio individuo (o sus familia-
res) para cubrir los costes de aten-
ción social («unidad monetaria de 
aportación pública por cada uni-
dad de aportación individual»). 
Según esta propuesta, se pondría 
fi n al sistema de comprobación 
de medios y a los gastos deriva-
dos de su gestión y, en compen-
sación, toda persona tendría dere-
cho a acceder a un nivel básico de 
atención, fi nanciado con cargo a 
fondos públicos.

El esquema está diseñado para 
«ayudar a aquellos que se ayuden a 
sí mismos», a la vez que para limitar 
el número de personas elegibles y 
mantener el gasto bajo control, ya 
que se fi jaría el importe total que 
se pagaría a cualquier individuo 
dependiente. Este sistema garan-
tizaría la libertad de elección de 

2008), la mayoría de los países 
europeos reconocen la importan-
cia de lograr un equilibrio ade-
cuado entre las fuentes públicas y 
las privadas de fi nanciación de la 
dependencia. En esta línea de tra-
bajo, el Libro Verde de la Depen-
dencia británico contiene propues-
tas explícitas de fi nanciación priva-
da como complemento de la fi nan-
ciación pública (Mayhew et al., 
2010).

Hay que tener en cuenta que 
los modelos de atención totalmen-
te gratuitos, fi nanciados por los 
impuestos, plantean desincenti-
vos para el denominado cuidado 
informal (Pauly, 1990). Además, 
pueden proporcionar a posterio-
ri problemas de riesgo moral, en 
la medida en que incentivan el 
uso intensivo de los cuidados de 
dependencia que, a su vez, pue-
den propiciar una escalada de los 
gastos públicos. Asimismo, es posi-
ble sostener que un sistema de 
estas características perjudicaría a 
aquellos que han ahorrado para su 
vejez (Mayhew et al., 2010), esce-
nario que solamente podría ser 
corregido con el establecimiento 
de copagos que no penalizasen el 
ahorro de los individuos. Por otro 
lado, emerge una ventaja obvia 
de tal corrección consistente en 
el copago, toda vez que se logra-
ría ampliar la base fi nanciera, que 
sería simple y universal, y compor-
taría unos costes administrativos 
más bajos que en los otros siste-
mas.

En un extremo opuesto, cabría 
imaginar un sistema basado en la 
no intervención del Estado, y cen-
trado en la atención únicamen-
te familiar y el tercer sector (repre-
sentado por la sociedad), con un 
desarrollo del mercado limitado. 
También este escenario resultaría 
inefi ciente, ya que impediría que 
tanto el propio mercado como la 
intervención del Estado se desa-
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den dar lugar a efectos perversos, e 
incluso aumentar el riesgo de insol-
vencia. 

6.  El Gobierno como 
reasegurador de 
las compañías de seguros 
privados

Para algunas contingencias en 
las que la pérdida puede ser ele-
vada, si bien con probabilidad re- 
ducida, los gobiernos son más pro-
pensos a actuar como reasegura-
dores para las compañías de segu-
ros privadas. Éste es especialmente 
el caso de eventos naturales catas-
trófi cos. En tal caso, el Gobierno 
no haría más que intervenir para 
apoyar a los mercados de segu-
ros. Una de las ventajas es que el 
Gobierno tiene la capacidad para 
diversifi car los riesgos sobre toda 
la población y para distribuir las 
pérdidas pasadas sobre las gene-
raciones futuras. Sin embargo, el 
Gobierno proporcionaría reasegu-
ros a un precio inferior al de mer-
cado, hecho que podría ser con-
traproducente en términos de efi -
ciencia del mercado.

VI.  CONCLUSIÓN

El mercado de seguros de de-
pendencia está aún por desarro-
llar. Una de las explicaciones apun-
tadas en este trabajo gira en torno 
a los posibles efectos de expul-
sión, público y social, del merca-
do asegurador. No obstante, las 
expectativas de expansión de la 
fi nanciación pública disponible no 
parecen realistas en el actual con-
texto de austeridad y de limitacio-
nes al défi cit público. A su vez, la 
redefi nición de los contratos fami-
liares implícitos con los cambios 
sociales y la mayor demanda de 
servicios de atención derivada del 
envejecimiento sugieren la necesi-
dad de una alianza público-priva-

y estuviera cubierto por el seguro 
privado. Esta solución sería rele-
vante en términos de efi ciencia del 
mercado, ya que la gran depen-
dencia es un riesgo que puede 
ser más fácil de identifi car que la 
dependencia moderada. Además, 
hay que tener en cuenta que los 
problemas de riesgo moral son 
menos frecuentes en situaciones
de gran dependencia. Kessler (2010) 
sugiere un seguro privado obliga-
torio con una participación en los 
costes, que se incremente en fun-
ción de los recursos del hogar. 
Por supuesto, ello requeriría una 
armonización o, al menos, la coor- 
dinación de las escalas en virtud 
de las cuales se valora el grado de 
dependencia en los sectores públi-
co y privado. Kessler (2010) tam-
bién sugiere ir más allá de una 
exención tributaria simple, y pro-
pone establecer un crédito fi scal
reembolsable que benefi cie a to- 
dos los hogares, independiente-
mente de su nivel de ingresos. 

5.  El Gobierno como 
regulador de los seguros 
privados

La existencia de fallos de merca-
do, asociados a problemas de infor-
mación, sugiere la necesidad de 
proteger a los consumidores, ofre-
ciéndoles información y, en gene-
ral, la necesaria regulación y pro-
tección contra la insolvencia del
asegurador. Baltensperger et al. 
(2008) apuntan a instrumentos de
regulación de solvencia tales co-
mo las restricciones de inversión de
cartera, fondos de emergencia,
control de acceso al mercado, su-
pervisión e inspección. Otro argu-
mento que justifi caría la exigencia 
de una regulación reside en la fal-
ta de mercado debido a las imper-
fecciones de la información. Aho-
ra bien, no cabe pasar por alto 
que dichas normas de protección 
de los consumidores también pue-

un familiar puede ser tomado en 
cuenta para el cálculo de las pres-
taciones de jubilación y de super-
vivencia, siempre y cuando el cui-
dador y la persona a quien cuida 
vivan juntos.

3.  Políticas públicas

Por el lado de la demanda, el 
Gobierno puede ofrecer desgrava-
ciones fi scales por los gastos deri-
vados de las primas de seguro de 
dependencia si la elasticidad con 
respecto a la prima es sufi ciente-
mente elevada. En el caso español, 
un estudio muestra que la elasti-
cidad es signifi cativa y cercana a 
valores de 0,4 (Costa Font y Rovi-
ra, 2008). En tal caso, una deduc-
ción de impuestos por una parte 
de gastos en dependencia tendría 
un impacto sobre la suscripción 
de seguros y, a la vez, el Gobier-
no podría subvencionar las pri-
mas para los suscriptores de bajos 
ingresos, como ocurre en varios 
países respecto a los seguros pri-
vados de salud. El Gobierno pue-
de actuar también de forma indi-
recta mediante la sensibilización 
sobre los riesgos de la dependencia 
y la probable necesidad futura de 
atención a las personas en situa-
ción de dependencia. En este sen-
tido, en Francia se debate con una 
clara concienciación pública sobre 
este riesgo, tal como han subraya-
do Durand y Taleyson (2003). 

4.  Alianzas y participación 
en el coste

Otra alternativa para el desa-
rrollo del mercado asegurador se 
centra en la limitación de la cober-
tura pública y la privada, y el esta-
blecimiento de formas de partici-
pación en el coste. Al respecto, una 
propuesta podría contemplar que 
sólo un estado de gran dependen-
cia se considerara como un riesgo 
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da más explícita y decidida entre 
Estado, familia y mercado. 

En este artículo se han analiza-
do algunos de los principales pro-
blemas en torno a la cobertura
de la dependencia en Europa, des-
tacando la necesidad de diseñar 
alianzas público-privadas como so-
lución a la existencia de una mayor 
demanda de cobertura asegura-
dora a raíz de cambios sociales
y democráticos, al tiempo que 
aumentan las limitaciones a una 
mayor cobertura pública. Se han 
examinado algunos modelos de 
alianzas con los que reforzar la coo-
peración y la libertad de elección, vir-
tudes propias de sociedades avan-
zadas, sin dejar de garantizar la 
universalidad de las prestaciones, 
minimizando los efectos adver-
sos sobre la equidad y reduciendo 
potenciales problemas de neutrali-
dad fi nanciera.

NOTAS

(1) No obstante, la mayoría de sistemas de 
atención a la dependencia en Europa ofrece 
una combinación de ambos mecanismos (así, 
por ejemplo, en Alemania, donde la persona en 
situación de dependencia puede escoger entre 
un sistema de prestación en especie o de sub-
sidio, pero, en este caso, con un valor equiva-
lente de servicios menor para evitar problemas 
de oportunismo o riesgo moral (moral hazard)). 

(2) Por ejemplo, en Francia, país de Euro-
pa en el que existe un mayor número de pólizas 
privadas contratadas, sólo el 1 por 100 de los 
gastos de salud son fi nanciados por un seguro 
privado (ROSSO-DEBORD, 2010).

(3) Para más detalles sobre el particular, 
véase COSTA-FONT (2010).
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